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Voto particular que formula el magistrado don Enrique Arnaldo Alcubilla a la 

sentencia que resuelve el recurso de inconstitucionalidad núm. 6617-2024  

En el ejercicio de la facultad que me confiere el art. 90.2 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional, formulo este voto particular discrepante por las razones ya defendidas en 

su momento durante la deliberación y en los términos que expongo a continuación.  

1. Remisión a las razones expresadas en el voto particular a la STC 137/2025, de 26 de

junio

Como es sabido, la STC 137/2025, de 26 de junio, vino a avalar la legitimidad 

constitucional de la amnistía otorgada mediante la Ley Orgánica 1/2024, de 10 de junio, salvo en 

tres aspectos concretos, todos de trascendencia menor (que llevaron a declarar la 

inconstitucionalidad sin nulidad del art. 1.1; la inconstitucionalidad y nulidad del segundo párrafo 

del art. 1.3; y la conformidad constitucional de los apartados 2 y 3 del art. 13 interpretados en los 

términos de aquella sentencia).  

La sentencia que ahora nos ocupa, en aplicación de lo decidido en la STC 

137/2025, declara la pérdida sobrevenida de objeto del recurso de inconstitucionalidad interpuesto 

por la Junta de Extremadura contra la Ley Orgánica 1/2024 en relación con sus arts. 1.1 y 1.3, 

párrafo segundo, y lo desestima en lo restante.    

Debo advertir una vez más que considero más correcto entender que la declaración 

de inconstitucionalidad, sin nulidad, del art. 1.1 de la Ley Orgánica 1/2024 por la STC 137/2025, 

no comporta la pérdida sobrevenida de objeto del presente recurso en este punto, pues el referido 

precepto no ha sido expulsado del ordenamiento jurídico por este tribunal, lo que debería haber 

conducido a reiterar la declaración de inconstitucionalidad del mismo en los términos de la 

STC 137/2025, FJ 8.3.5.  

En cualquier caso, al margen de la precisión que antecede, me importa sobre todo 

señalar que, por las razones expresadas en el voto particular que formulé a la referida STC 

137/2025, disiento de la sentencia que resuelve el presente recurso de inconstitucionalidad. 

Considero, en efecto, que aquel primer recurso contra la Ley Orgánica 1/2024 que resolvió la STC 

137/2025 debió haber sido estimado en su integridad, declarando la inconstitucionalidad y 

consiguiente nulidad de la ley impugnada, lo que habría conducido en el presente caso a declarar la 

extinción del recurso de la Junta de Extremadura contra dicha ley por desaparición sobrevenida de 

su objeto, una vez expulsada del ordenamiento jurídico la ley inconstitucional.  

En consecuencia, me remito íntegramente al voto particular que formulé a la STC 

137/2025, sin perjuicio de recordar seguidamente sus ideas principales. 
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2. La amnistía no está prevista en la Constitución. Necesidad de cobertura

constitucional expresa para conceder la amnistía, dada su naturaleza, pues supone una medida 

que excepciona los más transcendentales principios constitucionales, señaladamente la igualdad 

ante la ley, la división de poderes y la reserva de jurisdicción 

La Constitución no solo no permite la amnistía, sino que la rechaza. Entre las 

potestades constitucionalmente atribuidas a las Cortes Generales (en particular, en el art. 66.2 CE) 

no se encuentra la excepcionalísima de aprobar amnistías. Al dictar la Ley Orgánica 1/2024, de 

amnistía, las Cortes Generales se salen del marco constitucional para asumir una función que no 

corresponde a su libertad de configuración, que lo es solo dentro de la Constitución. La prohibición 

de indultos generales del art. 62 i) CE y la falta de mención expresa de la amnistía en la 

Constitución española de 1978, así como los trabajos parlamentarios que dieron lugar a esta, 

conducen a entender que el constituyente ha querido que el derecho de gracia se limite al 

denominado indulto individual o particular, quedando excluidos tanto los indultos generales como 

las amnistías.  

La voluntarista interpretación que hizo este tribunal en la STC 137/2025, a la que se 

remite la presente sentencia, constituye una nueva manifestación de constructivismo 

constitucional. Hayek describió la falacia del constructivismo que, cuando se aplica a la 

interpretación constitucional, tiene como consecuencia la degradación de la Norma suprema. 

La amnistía supone una excepción a diversos principios constitucionales, como la 

igualdad ante la ley, la división de poderes y la reserva de jurisdicción, por lo que, para que fuera 

legítima, sería necesario que, en tanto que tal excepción, estuviera constitucionalmente prevista, lo 

que no es el caso. Solo mediante una reforma constitucional que les atribuyese la potestad 

excepcional de decretar amnistías podrían las Cortes aprobar una ley como la impugnada en este 

recurso.  

3. La Ley Orgánica 1/2024, de amnistía, es una ley arbitraria y por ello

inconstitucional 

Sin perjuicio de que la amnistía sea una medida de gracia excepcionalísima que no 

tiene cabida en nuestra Constitución, sostengo que en cualquier caso la Ley Orgánica 1/2024, de 

amnistía para la normalización institucional, política y social en Cataluña, supone un caso 

paradigmático de arbitrariedad del legislador. Arbitrariedad que resulta corroborada, por otra parte, 

por la tramitación parlamentaria que llevó a la aprobación de esa ley, como han puesto de relieve 

tanto la Comisión Europea en su informe sobre la cuestión prejudicial planteada por el Tribunal de 

Cuentas español respecto de la Ley Orgánica 1/2024, como la Comisión de Venecia en su informe 

sobre la iniciativa legislativa que dio lugar a dicha ley. 
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En efecto, es patente que la Ley Orgánica 1/2024 no responde a ningún objetivo de 

interés general, sino al mero interés particular de los políticos que pactaron apoyar con sus votos la 

investidura como presidente del Gobierno del candidato del Grupo Parlamentario Socialista a 

cambio de conceder la amnistía a quienes protagonizaron un gravísimo intento de subversión del 

orden constitucional. La Ley Orgánica 1/2024 es la plasmación de un compromiso de investidura a 

cambio de amnistía. Se trata, pues, de un acto arbitrario del legislador, que vulnera el principio 

constitucional de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (art. 9.3 CE). 

Madrid, a veintiuno de julio de dos mil veintiséis.+ 


